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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veinte de marzo de dos mil nueve                            
Acta N° 018 de marzo 20 de 2009
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de Primera instancia en la acción de tutela iniciada por José Daniel Trujillo Arcila contra la Presidencia de la República, Ministerio del Interior y de Justicia y Consejo Superior de la Carrera Notarial, y los vinculados de oficio por este Despacho para integrar la parte demandada, quienes son: José Helmer Zapata Cardona, Gonzalo González Galvis, Hernando Ramírez Guevara, Guillermo Enrique Vallejo Ángel, Fernando Chica Ríos, William González Betancurth, Jaime Robledo Toro y Francisco Javier Cedeño Rojas. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento.

Presenta el actor en la acción de tutela, los siguientes,
HECHOS

1- Expresa el accionante que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 131 de la Constitución Nacional, el Decreto 960 de 1970, la Ley 588 de 2000 y el Decreto Reglamentario 3454 de 2006, el Consejo Superior de la Carrera Notarial mediante acuerdo 01 de 2006, convocó a concurso público y abierto para el nombramiento de notarios en propiedad y el ingreso a la carrera notarial.
2- Indica el tutelante, que se inscribió para el Circulo de Pereira al concurso de notarios, superando todas y cada una de las etapas.
3- El Consejo Superior mediante Acuerdo N° 167 del 24 de septiembre de 2008, conformó la lista de elegibles para el nodo de Cali, ocupando el doctor Trujillo Arcila “de manera arbitraria” el noveno lugar por el Circulo de Pereira.
Apareciendo con igual porcentaje con otro aspirante, a quien se ubicó en el puesto octavo, debiendo dirimirse el empate a favor del promotor de esta tutela, por ser notario.
4- En el Acuerdo 167 de 2008, hay algunos elegibles entre ellos José Helmer Zapata Cardona, Hernando Ramírez Guevara y Jaime Robledo Toro, a quienes se les incluyó cinco puntos por obras en el área del derecho, sin tener en cuenta que ellos no acreditaron su publicación, con la certificación de la Dirección Nacional de Derechos de Autor, como ordena la medida cautelar proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué en acción popular, la cual es de obligatorio cumplimiento, sin que fuera puesta en práctica por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, violándose el debido proceso y el derecho a la igualdad.

Por ello solicita el actor que sea reasignado en el orden de prelación, en el Circulo de Pereira, a través de una recomposición de listas, aplicando la suspensión provisional, decretada por la Juez Cuarta Administrativa de Ibagué y reformada por el Tribunal Administrativo del Tolima, en el sentido de descontar cinco puntos, a quienes no acreditaron la publicación del libro, a través de la certificación dada por la mencionada Dirección Nacional de Derechos de Autor.

5- Manifestó, que con la recomposición de listas, pasa del noveno al séptimo puesto, además de que pidió la Notaría Primera de Pereira como primera opción, lo cual lo coloca con el mejor derecho, para optar por dicha notaría.

6- Dice que si no se refacciona la lista, se le causará un perjuicio irreparable, con las características de inminente, urgente y grave, pues no cumplirá los requisitos para optar por la Notaría Primera de Pereira.
Presenta la tutela como mecanismo transitorio, ante un perjuicio irremediable. 
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales al trabajo, al debido proceso, a la igualdad de acceso a cargos públicos, a la buena fe y a la confianza legitima.
PRETENSIONES
Solicita el actor, que previa reorganización de la lista de notarios, aplicando la suspensión provisional decretada por el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué, en el sentido de rebajar cinco puntos a quien no acreditó la obra a través de la Dirección Nacional de Derechos de Autor, pasando así del noveno puesto al séptimo y pudiendo optar por la Notaría Primera del Circulo de Pereira, ordenándose además al Gobierno Nacional que en el término de cuarenta y ocho horas sea nombrado en propiedad como Notario Primero del Circulo de Pereira
PRECEDENTES

Este Despacho avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, mediante auto de fecha 10 de marzo de 2009, fl. 64, ordenando vincular de oficio a los señores que más adelante se indicarán, por cuanto podrían verse afectados con la eventual decisión que se tome dentro de esta tutela.

Son ellos los siguientes: José Helmer Zapata Cardona, Gonzalo González Galvis, Hernando Ramírez Guevara, Guillermo Enrique Vallejo Ángel, Fernando Chica Ríos, William González Betancurth, Jaime Robledo Toro y Francisco Javier Cedeño Rojas.

Quienes son notificados y contestan la acción de tutela, expresando especialmente, muchos de ellos, que el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué profirió sentencia el 11 de marzo de 2009, levantando la medida cautelar decretada, referente a los cinco puntos que se acreditan por obras de derecho, en el sentido que solo se debían sumar, si eran certificadas por la Dirección Nacional de Derechos de Autor y no por imprenta o editorial. 

Y por consiguiente la lista referente a Pereira de que trata el Acuerdo 167 de 2008, debía seguir igual.

El Consejo Superior de la Carrera Notarial, a través de la Superintendencia de Notariado y Registro, responde la acción de tutela, fls. 159 al 175 y 212 a 230, indicando que en Pereira existen siete notarios y al ocupar el doctor José Daniel Trujillo Arcila el noveno lugar, no tiene derecho a ser nombrado como notario.

Conceptúa que no hay lugar a la reconformación de la lista de elegibles, “toda vez que la medida cautelar decretada en relación con los cinco puntos, por la autoría de la obra jurídica, ya fue levantada por la Juez Cuarta Administrativa de Ibagué. En este orden de ideas carece de objeto la presente acción de tutela.”

La Presidencia de la República también contesta la acción de tutela, fls. 206 a 211, alegando que no ha “conculcado ningún derecho de primera generación del interesado, porque el objeto social, su misión institucional y la competencia funcional no tienen relación directa con las pretensiones del accionante.”

Igualmente el Ministerio del Interior y Justicia, responde la acción de tutela, fls. 156 a 158, expresando que el Acuerdo 2 del 22 de noviembre de 2006, en su artículo 11 indica que la Superintendencia de Notariado y Registro ejerce las funciones de secretaría del Consejo Superior. 

Agregando que el Ministerio del Interior y Justicia es el Presidente del Consejo Superior de la Carrera Notarial y por lo tanto se ha dado traslado de la acción de tutela a la Superintendencia de Notariado y Registro.

CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Está demostrado dentro de esta acción de tutela, que el actor doctor José Daniel Trujillo Arcila, concurso para notario del Circulo de Pereira y ocupó el noveno puesto.

En efecto, obra a los folios 141 al 155 el Acuerdo N° 167 del 24 de septiembre de 2008, emanado del Consejo Superior de la Carrera Notarial, por medio del cual se integran las listas para la región de Cali, donde se incluye la ciudad de Pereira.

Figurando como candidatos para dicha ciudad, los siguientes: 

239 José Helmer Zapata Cardona, quien obtuvo 83.4666 puntos.

240 Gonzalo González Galvis, con 82.9666667 puntos.

241 Hernando Ramírez Guevara con 81.1833333 puntos.
242 Guillermo Enrique Vallejo Ángel con 80.6666667 puntos.

243 Fernando Chica Ríos con 80.4 puntos.

244 William González Betancurth con 78.3 puntos.

245 Francisco Javier Cedeño con 78.1 puntos.

246 Jaime Robledo Toro con 77.5833333 puntos.

247 José Daniel Trujillo Arcila con 77.5833333 puntos.

El tutelante, quien ocupa el noveno lugar entre los participantes por Pereira, presenta acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, de acuerdo con el artículo 8° del Decreto 2591 de 1991.

El perjuicio irremediable lo hace consistir, en que obtuvo el mismo número de puntos que el doctor Jaime Robledo Toro y sin embargo tal empate no fue dirimido por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, a su favor, por el hecho de ser Notario Primero de la ciudad encargado.

Al respecto cabe observar, que el actor ha debido en su momento procesal oportuno interponer los respectivos recursos para definir dicho punto, el cual es de estirpe legal, sin que competa al Juez de Tutela invadir competencias que pertenecen a otras autoridades.

Agrega respecto al mismo perjuicio, que si se le quitan cinco puntos a los elegidos ya citados que están por encima del mismo, por haber acreditado la obra jurídica con certificado de editorial, en aplicación de la medida cautelar ordenada por el Juzgado cuarto Administrativo de Ibagué, en la acción popular iniciada por Augusto Rodríguez Ortiz contra el Consejo Superior de la Carrera Notarial, quedaría clasificado en el séptimo lugar, teniendo así el mejor puntaje para optar por la Notaría Primera de Pereira.

De acuerdo a la doctrina de la Corte Constitucional, el perjuicio irremediable tiene los siguientes elementos:

A- El perjuicio debe ser inminente, es decir que amenace o este por suceder prontamente.

Se diferencia de la expectativa ante un posible daño, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso que justifican medidas prudentes y oportunas para evitarlo y no una mera conjetura hipotética.

B- Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes.

C- No basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en relación con la persona.

D- La urgencia y gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable.

Hay impostergabilidad cuando esta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.

En el presente caso no existe perjuicio irremediable, porque no se cumplen los supuestos que trae la Corte Constitucional.

En efecto basta observar, que de acuerdo a la misma Corte, el perjuicio debe ser inminente, es decir que amenace o este por suceder prontamente.

No obstante en el presente caso el supuesto perjuicio irremediable alegado, ya se dio, en el transcurso de esta acción de tutela, pues obra en el expediente al folio 232 y 233, el Decreto N° 877 del 16 de marzo de 2009, por medio del cual el Ministerio del Interior y de Justicia, como delegatario de funciones presidenciales, nombró al doctor William González Betancurth, como notario en propiedad de la Notaría Primera del Circulo de Pereira.

De otra parte, es obligación del actor probar debidamente los hechos en que consiste el perjuicio irremediable, sin acudir a juicios hipotéticos, como decir que su empate con el doctor Jaime Robledo Toro debe reclamarse a su favor.

Así mismo, para concluir que aplicando la suspensión provisional sube del punto noveno al séptimo, se deben conocer varios elementos entre ellos la opción de sedes, el porcentaje obtenido y como acreditan la obra.

Si observamos las pruebas obtenidas en relación a como demostraron la existencia de la obra, vemos en las probanzas que remitió el Consejo Superior de la Carrera Notarial, fl. 165, que no figuran todos los notarios que obtuvieron un mayor puntaje que el tutelante, con lo cual se torna imposible la verificación de este aspecto.

De otra parte, en lo que tiene razón el apelante, es en la afirmación que el Consejo Superior de la Carrera Notarial, le desconoció el derecho al debido proceso y a la igualdad, pues no se cumplió lo dispuesto en la acción popular varias veces citada, en el sentido que había que descontar cinco puntos a quienes acreditaran la obra jurídica por medio de editorial, lo cual le permitiría obtener un puntaje más elevado y ocupar un mejor puesto, mediante la redistribución del Acuerdo N° 167 del 24 de septiembre de 2008, por medio del cual se conformó la lista de elegibles. 
Se deja sin efecto la elección del doctor William González Betancurth como Notario Primero de Pereira, hecha mediante Decreto 877 del 16 de marzo de 2009 del Ministerio del Interior y de Justicia, ver folios 232 y 233.

Lo anterior por cuanto dicho Ministerio, no procedió conforme a derecho, ya que conocía, por ser parte en esta acción de tutela, que lo que decidió, es decir, el nombramiento del Notario Primero, es materia de esta acción, pues corresponde a esta Sala señalar las condiciones en que debe llevarse a cabo la citada elección, con el fin de no vulnerar los derechos fundamentales del tutelante. Con lo anterior es claro, que el ministerio descrito, con sus actuaciones dejó sin objeto esta acción de tutela.

Como consecuencia debe seguir el actor doctor José Daniel Trujillo Arcila, como notario encargado de la Notaría Primera de esta ciudad, hasta que se efectué el nombramiento del Notario Primero de Pereira en propiedad, siguiendo para ello lo ordenando en esta acción de tutela.       

Los accionados afirmaron casi todos que como el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué, profirió sentencia el 11 de marzo de 2009, en la acción popular en la cual es demandante Augusto Rodríguez Ortiz y demandado el Consejo Superior de la Carrera Notarial, la cual obra al expediente a los folios 286 a 500 y además en su artículo 7° levantó las medidas cautelares, referentes a los cinco puntos por obra jurídica, siendo del caso declarar que la presente acción de tutela carece de objeto.

Puesto que las pretensiones de la acción de tutela, se basan en la aplicación de la medida cautelar, que conlleva la reclasificación del Acuerdo 167 del 24 de septiembre de 2008, por medio del cual se conformó la lista de elegibles obteniendo así el tutelante un mejor puesto; siendo claro que al proferirse sentencia y dejar sin efecto tales medidas carecería de sustento jurídico el promotor de esta tutela, para lograr una mejor clasificación, en el concurso notarial.

Sin embargo ello no es así, porque al dictarse una sentencia ella queda en firme y constituye cosa juzgada, siempre y cuando no se presente recurso de apelación.

Si se presenta tal recurso, la sentencia no queda ejecutoriada, correspondiéndole a la segunda instancia, confirmarla, revocarla o modificarla.
De acuerdo a la Ley 472 de 1998, el recurso de apelación procede contra la sentencia citada en el efecto suspensivo, y no existen lo recursos de casación y revisión.

Por las razones anteriores, este Despacho ofició al Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué y obtuvo la siguiente respuesta, fls. 195 y 86:
“A la fecha (17 de marzo de 2009), no se han presentado recursos de apelación, contra la sentencia adiada el 11 de marzo del año que avanza, dictada por este Juzgado, en la acción popular de Augusto Rodríguez Ortiz contra el Consejo Superior de la Carrera Notarial.

La fecha en la cual quedaría ejecutoriada la sentencia, sería la última hora hábil (6:00 p.m.) del día 24 de marzo de 2009.”

De otra parte. La tantas veces mencionada medida cautelar, ha tenido los siguientes antecedentes:

El literal G del artículo 5° del Decreto 3454 de 2006, estableció que: la publicación de obras en áreas del derecho se acreditará con el certificado de registro de la obra, expedido por la Dirección Nacional de Derechos de Autor. Se otorgarán cinco puntos, a los aspirantes que puedan demostrar al menos la autoría de una obra jurídica.

A su vez el Consejo Superior de la Carrera Notarial, expidió el Acuerdo 01 de 2006, disponiendo en su numeral 11, que la publicación de obras en áreas del derecho, se demostrará con el registro dado por la Dirección Nacional de Derechos de Autor o la certificación de la publicación expedida por la imprenta o editorial respectiva junto con el ejemplar del libro publicado.

Mediante Auto de fecha 17 de junio de 2008, el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué resolvió en su artículo 1° ordenar como medida cautelar y hasta tanto se profiera sentencia de fondo, excluir, aquellas obras en derecho, cuya publicación no se haya acreditado con el certificado de registro de la obra, dado por la Dirección Nacional de Derechos de Autor, de conformidad con el Decreto 3454 de 2006.

Esta medida sufrió algunas modificaciones, por la interposición de un recurso de reposición, decidido por Auto de fecha 2 de julio de 2008, dictado por el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué.

A su vez tal auto fue objeto de recurso de apelación, resuelto por el Tribunal Administrativo del Tolima, en providencia del 29 de agosto de 2008, así:

“1- Confírmese parcialmente, la medida cautelar decretada por la Juez Cuarta Administrativa del Circulo del Tolima, mediante providencia proferida el pasado 2 de julio de 2008, en el sentido que solo se reconocerá la publicación de obras jurídicas a quienes hayan acreditado tal requisito, conforme las disposiciones legales vigentes.

2- Suspéndase en forma provisional la aplicación de la parte final del artículo 11, numeral 11 del Acuerdo 001 de 2006, en lo concerniente a: o la certificación de la publicación expedida por la imprenta o editorial respectiva, junto con un ejemplar del libro publicado, hasta tanto se dicte pronunciamiento de fondo …” Ver folios 38 al 49.

A su vez el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué, profiere sentencia de fecha 11de marzo de 2009 y en su artículo 7°, ordena levantar las medidas cautelares decretadas, referentes a los cinco puntos por obra jurídica.
Es indudable que el Consejo Superior de la Carrera Notarial, violó el debido proceso, pues al elaborar el Acuerdo 167 del 24 de septiembre de 2008, se abstuvo de aplicar la medida cautelar de obligatorio cumplimiento en la acción popular referida, consistente en restar cinco puntos a aquellos elegidos que acreditaron sus obras jurídicas, con certificado dado por la imprenta o editorial respectiva.

De esta forma se le vulneró también al tutelante la igualdad, pues tenía derecho a ser clasificado restándole a los otros concursantes los cinco puntos y sin embargo en el acuerdo ya mencionado, se ignoró la medida cautelar.

Por lo tanto se ordena al Consejo Superior de la Carrera Notarial lo siguiente:

Si a las 6:00 p.m. del 24 de marzo de 2009, fecha de ejecutoria de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué en la acción popular en la cual es demandante Augusto Rodríguez Ortiz y demandado el Consejo Superior de la Carrera Notarial, no se hubieren presentado apelaciones, y por lo tanto quedare en firme la sentencia, que levantó la medida cautelar, ninguna determinación se tomará por parte del Consejo Superior de la Carrera Notarial.  

Si dentro del término de ejecutoria de la sentencia mencionada en el punto anterior, hubiere apelaciones, las cuales de acuerdo a la remisión que hace la Ley 472 de 1998 al Código de Procedimiento Civil, solo en el efecto suspensivo. 

Una vez falle el recurso el Tribunal Administrativo del Tolima, pues la sentencia no es objeto de casación ni revisión, según el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, se pueden presentar las siguientes situaciones:

Que se confirme la decisión del Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué, en cuyo caso nada sucede, o que se revoque la sentencia del mencionado Juzgado, y se ordene, no tener en cuenta la calificación de obra jurídica dada por la imprenta o editorial, sino por la Dirección Nacional de Derechos de Autor, en cuyo caso procedería el Consejo Superior de la Carrera Notarial a reclasificar al tutelante, modificando el Acuerdo 167 del 24 de septiembre de 2008, teniendo en cuenta los siguientes parámetros:

No se modificará todo el acuerdo mencionado, sino las siguientes personas que corresponden a los números 239 al 247 del Acuerdo 167 de 2008, y que son: José Helmer Zapata Cardona, Gonzalo González Galvis, Hernando Ramírez Guevara, Guillermo Enrique Vallejo Ángel, Fernando Chica Ríos, William González Betancurth .Francisco Javier Cedeño, Jaime Robledo Toro y José Daniel Trujillo Arcila.

No se reforma toda la lista de dicho acuerdo correspondiente a Pereira como lo pide el tutelante, sino únicamente las personas mencionadas, porque ellos fueron vinculados a la acción de tutela y se pudieron defender, en cambio los restantes son terceros, que no concurren y por lo tanto no pudieron ser oídos y vencidos en juicio, siendo el fallo inoponible.

Una vez efectuada la reclasificación de la lista en la forma expresada, el nominador, Presidencia de la República y Ministerio del Interior y de Justicia, procederán a estudiar si el doctor José Daniel Trujillo Arcila, cumple todos los requisitos para ser Notario Primero de Pereira, y en caso afirmativo lo elegirá.

Absolver a la Presidencia de la República y al Ministerio del Interior y Justicia.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,
FALLA

PRIMERO: DECLARAR que el Consejo Superior de la Carrera Notarial, vulneró los derechos fundamentales al debido proceso e igualdad al doctor José Daniel Trujillo Arcila.
SEGUNDO: Por lo tanto se ORDENA al Consejo Superior de la Carrera Notarial,  lo siguiente:

a - Si a las 6:00 p.m. del 24 de marzo de 2009, fecha de ejecutoria de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué en la acción popular en la cual es demandante Augusto Rodríguez Ortiz y demandado el Consejo Superior de la Carrera Notarial, no se hubieren presentado apelaciones, y por lo tanto quedare en firme la sentencia, que levantó la medida cautelar, ninguna determinación se tomará por parte del Consejo Superior de la Carrera Notarial.  

b- Si dentro del término de ejecutoria de la sentencia mencionada en el punto anterior, hubiere apelaciones, las cuales de acuerdo a la remisión que hace la Ley 472 de 1998 al Código de Procedimiento Civil, solo en el efecto suspensivo. 

Una vez falle el recurso el Tribunal Administrativo del Tolima, pues la sentencia no es objeto de casación ni revisión, según el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, se pueden presentar las siguientes situaciones:

Que se confirme la decisión del Juzgado Cuarto Administrativo de Ibagué, en cuyo caso nada sucede, o que se revoque la sentencia del mencionado Juzgado, y se ordene, no tener en cuenta la calificación de obra jurídica dada por la imprenta o editorial, sino por la Dirección Nacional de Derechos de Autor, en cuyo caso procedería el Consejo Superior de la Carrera Notarial a reclasificar al tutelante, modificando el Acuerdo 167 del 24 de septiembre de 2008, teniendo en cuenta los siguientes parámetros:

I - No se modificará todo el acuerdo mencionado, sino las siguientes personas que corresponden a los números 239 al 247 del Acuerdo 167 de 2008, y que son: José Helmer Zapata Cardona, Gonzalo González Galvis, Hernando Ramírez Guevara, Guillermo Enrique Vallejo Ángel, Fernando Chica Ríos, William González Betancurth .Francisco Javier Cedeño, Jaime Robledo Toro y José Daniel Trujillo Arcila.

No se reforma toda la lista de dicho acuerdo correspondiente a Pereira como lo pide el tutelante, sino únicamente las personas mencionadas, porque ellos fueron vinculados a la acción de tutela y se pudieron defender, en cambio los restantes son terceros, que no concurren y por lo tanto no pudieron ser oídos y vencidos en juicio, siendo el fallo inoponible.

II- Una vez efectuada la reclasificación de la lista en la forma expresada, el nominador, Presidencia de la República y Ministerio del Interior y de Justicia, procederán a estudiar si el doctor José Daniel Trujillo Arcila, cumple todos los requisitos legales para ser Notario Primero de Pereira y en caso afirmativo lo elegirá.

TERCERO: Por lo expresado en la parte motiva, se deja sin efecto la elección del doctor William González Betancurth, como Notario Primero de la ciudad. 

En consecuencia debe seguir como notario encargado de la Notaría Primera de la Ciudad el doctor José Daniel Trujillo Arcila, hasta que se nombre notario en propiedades dicha Notaría, siguiendo para ello lo ordenado en esta acción de tutela. 
CUARTO: ABSOLVER a la Presidencia de la República y al Ministerio del Interior y Justicia.

QUINTO: NOTIFIQUESE a las partes esta decisión por el medio mas idóneo.
SEXTO: Si no fuere impugnada, ENVIESE lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.



Notifíquese y Cúmplase.


Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES





SALVA VOTO
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria.
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